Proceso Ordinario Laboral 

Radicado: 66001-31-05-003-2023-00087-01
Balmes Abad Buitrago Toro vs Protección S.A.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
SEGURIDAD SOCIAL / PENSIONES / PENSIÓN DE INVALIDEZ / DICTAMEN PERICIAL / VALORACIÓN PROBATORIA  

DICTAMEN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL  – Corresponde al Juez valorar su mérito probatorio, en aplicación del principio de comunidad de la prueba.
… Erró la a quo al acceder a las pretensiones tendientes a declarar válido o inválido el dictamen emitido por la JRCIR en calidad de perito, pues lo correcto era analizar dicho documento bajo el principio de la comunidad de la prueba, para lo cual podía derivar el cumplimiento de los requisitos de la pensión de invalidez del contenido argumentativo de este, sin que importara si el mismo había sido emitido en cumplimiento del procedimiento establecido en el artículo 41 de la Ley 100/1993, pues itérese, tal procedimiento de ninguna manera es un requisito previo para acudir a la jurisdicción, como bien acertó la juzgadora al proferir tal conclusión, pese a declarar la validez del dictamen.
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN LABORAL
Magistrada Sustanciadora
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Asunto.


Apelación de sentencia
Proceso.


Ordinario laboral
Radicación Nro. :

66001-31-05-003-2023-00087-01 
Demandante: 

Balmes Abad Buitrago Toro

Demandada: 
Protección S.A.
Juzgado de Origen:

Tercero Laboral del Circuito de Pereira 

Tema a Tratar:   
PENSIÓN DE INVÁLIDEZ – TRÁMITE ADMINISTRATIVO PREVIO 
Pereira, Risaralda, seis (06) de febrero de dos mil veinticinco (2025)

(Aprobado en acta de discusión 13 del 31- 01-2025)

Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira a proferir sentencia con el propósito de resolver el recurso de apelación propuesto contra la sentencia proferida el 30 de julio de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso promovido por Balmes Abad Buitrago Toro contra Protección S.A. 
ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación
Balmes Abad Buitrago Toro pretendió el reconocimiento de la pensión de invalidez, a partir del 09/07/2021, por contar con una PCL del 64.42%, en cuantía de 1 SMLMV, así como el retroactivo pensional, los intereses moratorios o la indexación.
Como fundamento de las pretensiones principales adujo que: i) cuenta con 38 años y padece de cepsulitis adhesiva del hombro derecho dominante, diabetes melliitus no insulino dependiente, hipertensión esencial, trastorno de disco cervical con mielopatía, entre otras patologías;
i) El 22/04/2020 la EPS SOS emitió concepto de rehabilitación favorable; iii) se encuentra incapacitado desde el 28/10/2019 de forma ininterrumpida; iv) ante la tardanza para iniciar el trámite de calificación en primera oportunidad por Protección S.A., el 11/06/2021 de forma directa solicitó la misma a la JRCIR; v) el 15/06/2020 la JRCIR admitió el trámite y notificó a Protección S.A., entre otras; vi) el 31/08/2021 la JRCIR emitió dictamen de PCL en el que determinó que correspondía al 64.42% de origen común, estructurada el 09/07/2021; vii) dictamen que también fue notificado a Protección S.A. el pasado 08/09/2021; viii) el 20/09/2021 la JRCIR rechazó el recurso de reposición y en subsidio apelación propuesto por Protección S.A. por extemporáneo.
ix) El 08/02/2022 solicitó el reconocimiento pensional a Protección S.A., pero el 25/02/2022 contestó que no reconocía el dictamen porque no se respetó el debido proceso y por ello, no reconocía la pensión de invalidez; x) cuenta con más de 50 semanas de cotización dentro de los 3 años anteriores a la estructuración de la invalidez que data del 09/07/2021.
El 10/10/2023 el despacho dio por no contestada la demanda aportada por Protección S.A.  por ser extemporánea (archivo 15, c. 1).
2. Síntesis de la sentencia. 
El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira declaró que el dictamen emitido por la JRCIR el 31/08/2021 es válido y eficaz. Luego declaró que el demandante cuenta con las 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de su invalidez y por ello, declaró que tenía derecho al reconocimiento y pago de la misma desde el 09/07/2021 en cuantía de 1 SMLMV y en consecuencia, ordenó a Protección S.A. que incluyera en nómina de pensionados al actor y le pagara la mesada pensional “que compete junto con el retroactivo que se haya causado para lo que cuenta con el término equivalente a 1 mes” y finalmente, negó los intereses moratorios y condenó en costas a Protección S.A.
Como fundamento para dicha determinación explicó que, aun cuando el artículo 41 y 42 de la Ley 100 de 1993 contemplan un procedimiento para calificación de la PCL, lo cierto es que conforme a la jurisprudencia las personas pueden acudir directamente a la JRCI para obtener la calificación de su PCL, pues no existe norma alguna que restrinja o impida tal actuación y sin que por ello, se encuentren atadas a los trámites previos y administrativos ante las AFP, siempre y cuando se garantice el debido proceso y derecho de defensa de esta última.
Así, señaló que en el caso en concreto el demandante acudió al trámite administrativo con la finalidad de obtener la calificación de su PCL, pero ninguna respuesta tuvo y por ello, de forma independiente, autónoma y directa acudió a la JRCI para obtener dicha valoración, que profirió el mismo en el año 2021 que a su vez, el 02/06/2021 notificó a la AFP demandada del resultado de este. Administradora pensional que presentó recurso contra el mismo, pero de forma extemporánea, de ahí que ciertamente tuvo conocimiento del trámite calificatorio. 
En ese sentido, concluyó que el demandante cuenta con una PCL del 64.42% estructurada el 09/06/2021 de origen común y conforme a su historia laboral supera las 50 semanas de cotización entre el 09/06/2019 y el mismo día y fecha del 2021, sin que los subsidios por incapacidad hallan afectado mesada alguna, pues la última incapacidad se reconoció el 26/12/2020, esto es, antes de que se estructurara la invalidez, de ahí que las mesadas pensionales se deben reconocer íntegramente desde la estructuración. 
Finalmente, negó los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 porque resolvió el derecho, aunque negativamente, en tiempo, y porque la AFP debe realizar trámites administrativos ante la compañía de seguros respectiva con el propósito de constituir el capital que fuere necesario. 
3. Recurso de apelación contra la sentencia
Inconforme con la decisión, Protección S.A. presentó recurso de alzada para lo cual recriminó que el dictamen a partir se fundó el derecho pensional es inoponible en la medida que se produjo fuera del procedimiento administrativo que dispone el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, y por ello, primero la EPS debe emitir el concepto de no rehabilitación y luego la aseguradora realizar la respectiva valoración, que a su vez es susceptible de recurrirse ante la JRCI. Y en el evento de ahora, dicho procedimiento no se cumplió con lo que se privó a la AFP de adelantar un trámite detallado. 
Así, reclamó que solo excepcionalmente se puede acudir directamente a la JRCI, esto es, cuando transcurridos 30 días calendario no ha sido calificado en primera oportunidad y en este caso, no existe procedimiento alguno que diera lugar a tal excepción, pues ni fue radicado el concepto desfavorable de rehabilitación, ni se radicó ante dicha AFP solicitud alguna de valoración de PCL; por lo que, en tanto el demandante acudió directamente a la JRCI sin antes haber dado cumplimiento al trámite de su calificación dispuesto en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, entonces, no había lugar a reconocerle pensión alguna. 
4. Alegatos de conclusión
Las partes en contienda presentaron alegatos de conclusión que coinciden con los temas que serán abordados en la presente decisión.
CONSIDERACIONES
1. Del problema jurídico
Al punto es preciso acotar que la inconformidad de la demandada únicamente se restringe a la utilización del dictamen proferido por la JRCI para conceder el derecho pensional de invalidez, sin agotar el procedimiento establecido en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993; de ahí que, ningún reproche presentó frente a los requisitos concretos para asir el derecho pensional, por lo que, la Sala se plantea el siguiente interrogante:
¿El reconocimiento de la pensión de invalidez debe estar soportada en el dictamen emitido por las entidades que el artículo 41 de la Ley 100/93 establece lo deben realizar en primera oportunidad, sometido a contradicción?
2. Solución al problema jurídico 

2.1. Requisitos de la pensión de Invalidez 
2.1.1 Fundamento jurídico

La determinación de la invalidez dentro del sistema general de seguridad social integral implica el análisis de criterios de deficiencia, discapacidad y minusvalía que debe cumplir cualquier persona para alcanzar tal condición, elementos que se determinan a partir de las pruebas allegadas al proceso, entre ellas, las periciales, es decir, de contenido técnico y científico.
El artículo 41 de la Ley 100/93, modificado por el Decreto Ley 19/2012 estableció que el estado de invalidez se determina a partir del manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de la calificación. En ese sentido, dicho artículo determinó las autoridades competentes para dicha calificación en primera oportunidad, a saber, el ISS, hoy Colpensiones, las ARL, las compañías de seguros que asuman el riesgo de invalidez, y las EPS. Decisión que pueden ser impugnadas ante las juntas regionales y nacionales de calificación de invalidez (Sent. Cas. Lab. SL5703-2015, que reiteró la decisión de 17/10/2008 y Sent. Cas. Lab. de 06/07/2011, rad. 39867).
Es así que según los artículos 142 del Decreto 019/2012 y 29 del Decreto 1352/2013, el dictamen emitido en primera oportunidad adquiere firmeza mientras no sea impugnado ante las juntas de calificación de invalidez, además el último decreto fijó 2 casos en que el trabajador puede acudir directamente a la JRCI: a) si transcurridos 30 días después de haber terminado el proceso de rehabilitación integral aún no ha sido calificado en primera oportunidad; b) si transcurridos 5 días después de manifestar la inconformidad frente a la calificación de primera oportunidad, la entidad de seguridad social no ha remitido el caso a la JRCI. 
No obstante, el aludido Decreto 1352/2013 en el numeral 3º, artículo 1º, determinó que los particulares también pueden acudir directamente a las JRCI, cuando requieran “reclamar un derecho o para aportarlo como prueba en procesos judiciales o administrativos”, eventos en los cuales las JRCI actuarán como peritos. En ese sentido se ha pronunciado la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia al analizar una sentencia proferida por este Tribunal, aunque amparada en el extinto art. 22 del Decreto 2463/2001 (SL5606-2019, que reiteró la sentencia de 14-06-2011, rad. 37446).
Por otro lado, la aludida corporación en jurisprudencia reciente ha enseñado que los dictámenes emitidos por las autoridades señaladas en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 no constituyen una prueba definitiva, incuestionable o inmodificable en el marco del proceso judicial ordinario ni muchos menos una prueba ad substantiam actus, pues son “una prueba más del proceso que el juez puede valorar de manera libre, dentro del marco de sus facultades de libre valoración de la prueba y libre formación del convencimiento” (SL3992-2019), y por ello, a pesar de que la determinación del estado de invalidez tiene componentes técnicos es “el juez del trabajo el que tiene el poder jurisdiccional para establecer el estado de invalidez y todas sus variables asociadas, esto es, entre otras, el origen de la enfermedad o accidente, la fecha de estructuración y el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral”(ibidem); por lo que, el juzgador puede darle credibilidad al dictamen o someterlo a un examen crítico que le permita apartarse legítimamente de sus valoraciones. Posición que se mantiene en la actualidad por la Sala Laboral Permanente de la Corte Suprema de Justicia en decisión SL2163-2024.
Puestas de ese modo las cosas, los dictámenes emitidos por la EPS, ARL, las compañías de seguros y la junta de calificación de invalidez no son definitivos y en tanto son aportados al litigio se convierten en una prueba más dentro del expediente, en virtud del principio de la comunidad de la prueba, para que el juzgador valore en conjunto con los demás medios allegados en función de alcanzar la certeza sobre la invalidez de una persona (SL4323-2019 y SL2136-2024).
La ausencia de solemnidad del dictamen emitido por dichas autoridades y por ende, su incorporación como una prueba más al expediente se confirma cuando la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia explicó que ninguno de los artículos 41
, 42 o 43 de la Ley 100/93 establece, ni siquiera tácitamente, un procedimiento gubernativo previo para acudir a la justicia ordinaria, pues ello sería abiertamente inconstitucional, y por ende, el adecuado entendimiento de tal normatividad corresponde a que cuando “el asegurador niega el reconocimiento de la pensión de invalidez, el asegurado puede acudir a las juntas de calificación de invalidez o al juez del trabajo, a su elección (…)”
. Criterio que de manera reiterada y pacífica ha tenido la Corte Suprema de Justicia desde el 29/09/1999, Exp. No. 11910, así como en decisión de 27/02/2011, Exp. 14472, entre otras, y que este Tribunal ha sostenido en decisión, incluso desde la decisión del 07/07/2020, Exp. No. 2018-00576-01. 
De otro lado, esta colegiatura en decisión de 25-02-2020, Exp. No. 2018-00189-01, explicó que el trámite contenido en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 únicamente debe ser seguido y aplicado, cuando se busca el reconocimiento de la pensión en sede administrativa.
2.1.2 Fundamento fáctico
Erró la a quo al acceder a las pretensiones tendientes a declarar válido o inválido el dictamen emitido por la JRCIR en calidad de perito, pues lo correcto era analizar dicho documento bajo el principio de la comunidad de la prueba, para lo cual podía derivar el cumplimiento de los requisitos de la pensión de invalidez del contenido argumentativo de este, sin que importara si el mismo había sido emitido en cumplimiento del procedimiento establecido en el artículo 41 de la Ley 100/1993, pues itérese, tal procedimiento de ninguna manera es un requisito previo para acudir a la jurisdicción, como bien acertó la juzgadora al proferir tal conclusión, pese a declarar la validez del dictamen. 
Entonces, pese al dislate declarativo de la juzgadora, ningún error existe en su argumentación y por ello, fracasa el recurso de apelación de la demandada, pues la defensa que ésta debía enfilar en sede judicial, no administrativamente, de ninguna manera podía limitarse a aducir que el dictamen emitido por la JRCIR le era inoponible, pues en realidad dentro del proceso podía hacer uso “de la solicitud de una nueva valoración, para que sea el juez quien decida conforme a la sana crítica lo pertinente, a efectos de resolver sobre la pretensión deprecada” (SL1044-2019).
Puestas de ese modo las cosas, irrelevante aparecía determinar si el dictamen emitido en el año 2021 por la JRCIR por medio del cual se calificó la PCL de Balmes Abad Buitrago Toro no le era oponible a Protección S.A., y en esa medida se revocará el numeral primero de la decisión apelada que declaró válido el dictamen pericial, pero se confirmarán los restantes tendientes a conceder el derecho reclamado ante el fracaso del argumento de la parte apelante, en tanto ningún reproche elevó Protección S.A. de modo subsidiario.

CONCLUSIÓN

Se revocará el numeral 1º de la sentencia apelada y se confirmarán en lo demás los numerales que concedieron el derecho pensional. Costas en esta instancia a cargo de la Protección S.A. y a favor del demandante – num. 1º del art. 365 del C.G.P-. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Segunda de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR sin lugar a sustitución el numeral 1º de la sentencia proferida el 30 de julio de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso promovido por Balmes Abad Buitrago Toro contra Protección S.A.
SEGUNDO: CONFIRMAR en lo demás la decisión apelada. 

TERCERO: Costas en esta instancia a cargo de la Protección S.A. y a favor del demandante.
Notifíquese y cúmplase,

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada Ponente
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada
Aclara voto
ACLARACIÓN DE VOTO
A pesar de que comparto la decisión, mi respetuosa aclaración radica en que no sobraba el numeral primero de la parte resolutiva de la sentencia apelada, en virtud del cual se declaraba que el dictamen emitido en el año 2021 por la JRCIR por medio del cual se calificó la PCL de Balmes Abad Buitrago Toro no le era oponible a Protección S.A.; ello por cuanto toda la argumentación de la defensa giró en torno precisamente a que esa Calificación de la PCL no se le podía anteponer al fondo de pensiones porque la entidad no participó en el trámite calificatorio. Esa declaración dejaba las cosas mucho más claras y en nada desdice de lo decidido. En consecuencia, no debió revocarse el numeral primero de la parte resolutiva de la sentencia apelada. En estos breves términos sustento mi aclaración de voto. 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada
� El artículo 41 fue modificado por art. 142, Decreto 19 de 2012.


� Ibidem. 
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